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INTRODUCCIÓN 
 
Una de las prioridades que debe tener las entidades públicas en el marco del 
Estado Social y Democrático de Derecho Colombiano, la representa el hecho de 
invertir y preservar de manera adecuada los recursos que le son asignados como 
producto del Presupuesto Público, el cual debe ser invertido en la satisfacción de las 
necesidades propias del conglomerado social. En consecuencia, para prevenir y 
reprimir las conductas que se derivan del mal uso que se le da a estos recursos y 
que generan fenómenos como la corrupción administrativa y la malversación de 
estos fondos que hacen parte de dicho presupuesto, se han expedido múltiples 
normas que buscan recuperar los recursos perdidos y sancionar a los responsables 
de estas conductas y que ostentan a su vez, la calidad de servidores públicos. 
 
En esta dinámica, una de las obligaciones que se le ha impuesto a las 
entidades públicas Colombianas, la representa más allá de la represión de las 
conductas que afectan la inversión del patrimonio público, a la prevención de la 
existencia de figuras como el daño antijurídico que se deriva de actividades tan 
importantes como la contractual que se lleva a cabo en todos los niveles de la 
estructura administrativa en Colombia. 
 
Es por ello, que el presente trabajo se orienta al análisis de las acciones de la 
prevención que en materia contractual y para efectos de evitar la ocurrencia del 
daño antijurídico en el desarrollo de esta actividad pública se han desarrollado en el 
Departamento de Risaralda, en concordancia con las normas que lo regulan, a fin de 
establecer su cumplimiento y eficacia, de conformidad con lo previsto por los fines 
del Estado y los principios que regulan la contratación pública de acuerdo con el 
Estatuto Normativo vigente en este sentido. 
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1. PLANTEAMIENTO DEL EL PROBLEMA 
 
El daño antijurídico a nivel Nacional ha sido un tema que en los últimos años 
ha tomado trascendencia dado que las cifras pagadas  por las entidades públicas, 
en este sentido, bien sea  en materia contractual o extracontractual han aumentado 
en forma considerable, tal como se observa en la siguiente información  de la 
Agencia Nacional para la defensa Judicial. Así “las erogaciones por sentencias y 
conciliaciones continúan con una tendencia creciente y exponencial. En 2012 el 
valor de las condenas se incrementó en un 39%. Estas erogaciones en los últimos 
once años han crecido 432% —de $219 000 millones en 2000 a $1 165 347 millones 
en 2012—. Para 2013, en el presupuesto se apropiaron $1 029 431 millones por tal 
concepto (Agencia Nacional para la defensa Nacional: 2013).  
 
Las repercusiones  no solo a nivel económico, sino social, político y cultural, 
para las diferentes  entidades  del estado y para la comunidad  en general, se ven 
reflejadas en los altos índices de condenas por delitos contra la administración 
pública, investigaciones disciplinarias, fiscales y administrativas de los servidores y 
ex servidores públicos, pero lo más grave aún, es la disminución en la inversión 
social, toda vez  que una importante suma de los recursos se destinan al pago de 
condenas. 
 
Conforme a la información existente y recolectada, el daño antijurídico se ha 
evaluado  en forma conjunta, tanto la contractual, como la extracontractual, se  
considera necesario para el caso de las entidades territoriales, contar con 
información en forma separada, haciendo énfasis en el daño antijurídico contractual, 
toda vez  que  este es el medio por el cual se ejecutan los recursos y los planes de 
desarrollo. 
 
En este orden de ideas, el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia 
de 1991, indica que para efectos de configurar responsabilidad contractual estatal se 
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requiere demostrar la existencia del daño y su imputación jurídica a la Entidad 
Pública responsable del proceso; al respecto la Corte Constitucional Colombiana en 
la Sentencia C – 333 de 1996, indicó: 
El actual mandato constitucional es no sólo imperativo -ya que ordena al Estado 
responder- sino que no establece distinciones según los ámbitos de actuación de las 
autoridades públicas. En efecto, la norma simplemente establece dos requisitos para 
que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño antijurídico y que éste sea 
imputable a una acción u omisión de una autoridad pública. Pero el artículo 90 no 
restringe esta responsabilidad patrimonial al campo extracontractual sino que 
consagra un régimen general, por lo cual la Corte no considera de recibo el 
argumento según el cual la noción de daño antijurídico no es aplicable en el ámbito 
contractual. Por el contrario, para esta Corporación el inciso primero del artículo 90 
consagra la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado y comprende 
por ende no sólo la  responsabilidad extracontractual  sino también el sistema de 
responsabilidad precontractual (derivado de la ruptura de la relación jurídico-
administrativa precontractual) así como también la responsabilidad patrimonial del 
Estado de carácter contractual. 
 
Lo anterior se presenta, como resultado de lo previsto en el artículo 90 de la 
Constitución Política de Colombia, además de la efectivización de los principios 
contractuales que prevé el Estatuto Contractual Colombiano, Ley 80 de 1993 y como 
resultado de ello, el Departamento de Risaralda- Administración Central expidió el 
Decreto 0666 del año 2010, por medio del cual se adopta el Manual de Contratación 
para el Departamento de Risaralda, Administración Central, actualizado mediante 
decreto 0671 del 29 de Julio de 2014, en este último acto administrativo de manera 
específica se indica que como medida de prevención del daño antijurídico en materia 
contractual, hacer énfasis en la planeación de los procesos contractuales de la 
entidad, a fin de eliminar, o mitigar y controlar los riesgos que de la actividad 
contractual se pueden derivar para contratistas, terceros y para la entidad. 
 
Igualmente el Departamento de Risaralda, en lo que respecta a su 
administración central adoptó unas políticas de riesgos establecidas en el 
documento COMPES 3714 “Del riesgo previsible en el marco de la política de 
contratación pública”, las cuales se tienen en cuenta en la etapa precontractual, 
contractual y poscontractual. 
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En la búsqueda de blindar el proceso de contratación de demandas y 
acciones por daños antijurídicos, el Departamento de Risaralda, administración 
central, logró la certificación de calidad en la norma ISO 9001 y NTCGP 1000 de 
varios de sus procesos, entre ellos el proceso de contratación, alcanzado este último 
en la auditoria de recertificación del año 2014, el primero puesto, junto con el 
proceso de fiscalización de rentas. 
La certificación en calidad del proceso de contratación, ha permitido 
documentar procedimientos, definir riesgos, establecer indicadores, implementar  
políticas de operación y con ellos hacer una constante verificación y adopción de 
acciones preventivas, acciones de mejora  y acciones correctivas  del proceso. 
Es por ello, que articulando los anteriores preceptos normativos y acciones 
administrativas a los resultados que se han presentado en materia contractual en la 
Gobernación de Risaralda, a partir de la fecha de su expedición y hasta el 2014, se 
pretende evidenciar la eficacia de su aplicación de conformidad con la finalidad para 
la que fue expedida, y es de allí de donde surge la siguiente formulación del 
problema. 
  
¿Cuál ha sido la aplicación de las políticas de prevención del daño antijurídico 
en materia contractual, en la Gobernación de Risaralda, desde 2010 a 2014? 
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2. OBJETIVOS 
 
2.1 Objetivo General 
 
Analizar la aplicación de las políticas de prevención del daño antijurídico en 
materia contractual, en la Gobernación de Risaralda, desde el año 2010 al 2014.  
 
 
2.2 Objetivos Específicos 
 
 Identificar las Políticas de prevención aplicadas en la gobernación de 
Risaralda respecto a la contratación Durante el 2010-I / 2014-I 
 
 Indagar las demandas en materia contractual que generen Daño antijurídico 
en la gobernación de Risaralda Durante el 2010-I / 2014-I 
 
 Relacionar la tendencia jurisprudencial que por parte de la Corte 
Constitucional Colombiana y el Consejo de Estado se han adoptado en 
materia de daño antijurídico en materia contractual.  
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3. JUSTIFICACIÓN 
 
Las actividades administrativas que le dan soporte a la existencia del Estado, 
representan sin duda un elemento fundamental para el cumplimiento de sus fines y 
un vehículo para la satisfacción de las necesidades que el poder constituido entrega 
a sus representantes para elegir y designar a aquéllos quienes planearán y 
ejecutarán los recursos de manera idónea. 
 
Por lo anterior, resulta importante analizar en materia de prevención del daño 
antijurídico en materia contractual, las acciones que realizan las instituciones 
públicas, dado que este es un elemento que representa un engranaje que permite 
prevenir la corrupción administrativa y garantizar el cumplimiento de principios como 
la igualdad en las relaciones administración – administrados, contratante  - 
contratista. 
 
La utilidad de  la investigación se presenta en el elemento teórico que analiza 
relativo a la teoría del daño antijurídico en la actividad contractual, articulado a un 
escenario práctico como es la Gobernación de Risaralda y los resultados que 
permitirán medir la eficacia de las acciones de este ente público en la materia objeto 
de investigación y que ha sido objeto de pronunciamientos constitucionales como el 
emitido por la Corte Constitucional Colombiana en la Sentencia C – 333 de 1996, 
que define el daño antijurídico así: 
 
El perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de 
soportarlo. La Corte considera que esta acepción del daño antijurídico como 
fundamento del deber de reparación del Estado armoniza plenamente con los 
principios y valores propios del Estado Social de Derecho, pues al propio Estado 
corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los particulares frente a 
la actividad de la administración. Así, la  responsabilidad patrimonial del Estado se 
presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al 
aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son 
resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier 
conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor 
garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen 
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constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del Estado de 
responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u 
omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio 
antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del 
Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización. Igualmente 
no basta que el daño sea antijurídico sino que éste debe ser además imputable al 
Estado, es decir, debe existir un título que permita su atribución a una actuación u 
omisión de una autoridad pública. 
  
A su vez, el aporte a la disciplina del Derecho Administrativo resulta evidente 
en cuanto la Contratación Pública es uno de los principales ejes sobre los cuales se 
orienta esta área del conocimiento, que se analiza desde la Teoría del Daño, 
aspecto que refleja su novedad  y utilidad. 
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HIPÓTESIS 
 
Se han presentado política adecuadas en la prevención del daño antijurídico 
en materia contractual en la Gobernación de Risaralda durante el 2010 a 2014. 
No se han llevado a cabo políticas eficaces en la prevención del daño antijurídico en 
materia contractual en la Gobernación de Risaralda durante el 2010 a 2014. 
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4. MARCO TEORICO 
 
4.1 Marco Referencial  
 
4.1.1 Noción del daño  
 
Para el Derecho Romano el daño se concebía como la disminución del 
patrimonio, sin embargo, con la evolución que en materia de responsabilidad se ha 
generado, han surgido múltiples definiciones, como la que indica  (Henao, 2006, 
pp.31),  “Daño es la minoración patrimonial sufrida por la victima” anotando que él 
entiende que el  patrimonio de la persona se compone por todos aquellos derechos 
que posee el ser humano, sean económicos o no; igualmente (Navia, 2006, pp. 45) 
el daño supone ser el elemento que debe ir en todo juicio de responsabilidad. El 
daño es un hecho que viene a modificar una realidad preexistente afectando a un 
sujeto de derecho en su patrimonio, sentimientos o relaciones con los demás. 
Igualmente, es una fuente de obligaciones que genera la responsabilidad, es decir la 
obligación de indemnizar o resarcir. La responsabilidad es la obligación de 
indemnizar, de resarcir el daño causado. Entonces hay una relación directa, 
fundamental entre los conceptos de daño y responsabilidad, que lleva a una premisa 
fundamental, sin daño no hay responsabilidad. 
 
4.1.2 Características del daño 
 
Para (Navia, 2006, pp. 48) refiere como características de cualquier clase de 
daño (patrimonial y extrapatrimonial) para poder ser indemnizado en primer término 
la certeza, es decir que haya existido, por lo que refiere claramente a la prueba 
(existencia y consecuencias) infiriendo la oposición al daño eventual o hipotético, 
pero cabe anotar que hay daños que se presumen, por lo tanto se eximen de prueba 
verbigracia el daño moral para efectos de los familiares con determinado grado de 
parentesco (consanguinidad, afinidad o civil) en donde solo basta acreditar la prueba 
de parentesco. 
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El daño también debe ser personal, ya sea como resultado directo o indirecto 
de la conducta del victimario para constituir lo que en materia procesal se llama 
legitimación en la causa por activa. Además, el daño no debe haber sido reparado 
característica evidente, ya que la demanda no está llamada a prosperar si hubiese 
ocurrido la indemnización evitando de esta forma el enriquecimiento sin justa causa; 
la ocurrencia de un daño no debe en ningún momento implicar causa para obtener 
ventajas lucrativas, en este orden de ideas la reparación conforta como fin último 
restablecer la víctima a la situación a la que se encontraba antes del daño.  
 
4.1.3 Clasificación Del Daño  
     
 Según la ley: El Código Civil refiere la fórmula general de responsabilidad 
establecida en el artículo 2341 según el cual: quien mediante dolo o culpa cause un 
daño a otro está en la obligación de indemnizarlo. 
 
Además el mismo Código Civil Colombiano contempla en los artículos 1613 y 
1614 el daño emergente y el lucro cesante, relativos a daño material o patrimonial, 
únicamente así: 
 
- Daño emergente: Perjuicio o pérdida consecuencia de no haberse cumplido 
con una obligación, de haberse cumplido imperfectamente o con retardo. (Ésta 
definición se planteó para las obligaciones contractuales, pero se aplica también a 
las extracontractuales). 
 
- Lucro cesante: Ganancia o provecho que deja de reportarse a consecuencia 
de no haberse cumplido una obligación, de haberse cumplido imperfectamente o con 
retardo. 
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4.1.4 Clasificación del Daño Según la Doctrina 
 
Para Mcausland (2007) clasifica el daño en inmaterial y material o patrimonial y 
extrapatrimonial, igualmente, el daño patrimonial que involucra daño emergente y 
lucro cesante y el extra patrimonial que se clasifica daño moral como sufrimiento 
físico o psíquico y daño a la reputación o prestigio, este último vendría a ser lo que 
hoy se conoce como daño a la vida en relación. 
 
Daño extra patrimonial 
 
Es un daño que se constituye por los efectos que produce en la esfera no 
patrimonial de la víctima, el cual, no tiene una entidad tangible y que aun teniéndola 
no existe una exacta equivalencia en dinero. 
 
Esta especie de daños se fundamenta en el artículo 2341 del código civil el 
cual establece que “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a 
otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley 
imponga por la culpa o el delito cometido” En Colombia el tema ha sido más que 
elaborado jurisprudencialmente, en específico se empieza a tocar con el caso 
Villaveces identificado como aquel en el que por primera vez se reconoce un daño 
de carácter extrapatrimonial  el 21 de julio de 1922 por la Corte Suprema de Justicia, 
se extendió entonces la interpretación de los artículos 2341 y 2356 del Código Civil 
para realizar la indemnización a un viudo por la extracción ilícita de la fosa de los 
restos de su esposa por parte de unos trabajadores del municipio, la Corte Suprema 
de Justicia reconoció que existen daños diferentes a los materiales e indemnizó con 
la construcción de un busto en honor a ella; no obstante a partir de 1922, la 
Jurisdicción Colombiana ha reconocido la existencia de perjuicios derivados del 
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daño, que pueden tener varias repercusiones en tanto el bien jurídico afectado, es 
decir a los derechos de la personalidad.  
 
El daño moral 
 
Es el impacto o sufrimiento psíquico o espiritual que en la persona pueden 
producir conductas, actividades, comportamientos o determinados resultados. 
 
 Elementos característicos del daño moral: Es de carácter espiritual, no físico, 
no se exterioriza, esto trae consigo un problema de la naturaleza del bien afectado, 
de la percepción o de evidencia ya que generalmente este daño se prueba por 
medio de testimonios, pero mucha veces aunque el daño no se perciba 
exteriormente, existe. 
 
Esto tiene implicaciones con el tema de pruebas. El daño moral se puede 
probar fácilmente mediante la prueba indiciaria, testimonial y pericial, sin embargo se 
ha acudido mucho a los indicios, abusando de ellos, por ejemplo en la relación 
padre- hijo se presume el daño moral, pero puede que no exista entre ellos una 
relación lo suficientemente fuerte como para que de ahí se derive un perjuicio, por 
último es manifestable en los alientos, ánimos que tiene una persona para hacer las 
cosas, para  relacionase con su entorno (Daño a la vida de relación). 
 
El daño moral se ha clasificado según su evolución  jurisprudencial de la 
siguiente manera: 
 
- Daño moral subjetivo-pretium doloris: Busca remediar el dolor, la angustia 
producida por el hecho, es un daño que perturba exclusivamente la parte afectiva del  
patrimonio moral de la persona. 
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- Daño moral objetivado: Repercusiones de carácter económico que 
producían lesiones a los derechos de la personalidad,  es un daño que surge de la 
afectación moral y que tiene repercusiones externas  pero esta clasificación fue muy 
criticada porque se desnaturalizaba el daño moral como tal ya que se tendía a 
indemnizar en nombre de este y se dejaba a un lado el subjetivado. 
 
Contratación Pública en Colombia 
 
La actividad contractual en Colombia, ha sido regulada con posterioridad a la 
expedición de la Constitución Política de Colombia, por el Estatuto de Contratación 
Pública, Ley 80 de 1993 y sus Decretos Reglamentarios, destacándose en el 
elemento relativo a los principios lo relacionado con los  elementos de la 
Transparencia, la Economía y la Responsabilidad que deben regir todas las 
relaciones que se deriven en virtud de esta actividad propia de la Función Pública. 
 
El principio de Economía  
 
Es un importante referente en materia de contratación estatal que indica para 
las autoridades deben abstenerse de introducir trámites innecesarios para viabilizar 
los trámites contractuales, a excepción de los requisitos específicos que determinan 
las leyes especiales en la materia. En este sentido la Corte Constitucional 
Colombiana en la decisión C – 892 de 2001: 
 
De acuerdo con los principios de celeridad, eficiencia y economía, la Administración 
tiene la obligación de hacer la planeación de los contratos. Ello impone la realización 
de los estudios orientados a permitir que el contrato se desarrolle dentro de un 
esquema óptimo, que permita el adecuado cumplimiento de las obligaciones a cargo 
de las partes, que se traducen, para el contratista, en el suministro de los bienes o 
servicios en el plazo previsto y con las mejores especificaciones técnicas; para la 
Administración, correlativamente, en el pago oportuno del precio. Y es que a la luz de 
los principios constitucionales que se han señalado, es la propia Administración la que 
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debe establecer las condiciones para el pago. Para ello debe tener en cuenta, por un 
lado, las limitaciones de su régimen jurídico, que le imponen prever un plazo 
razonable para el cumplimiento de sus obligaciones, y, por otro, tanto el principio de 
celeridad, que exige que dicho plazo no se extienda más allá de lo razonable, como el 
de economía, que impone impedir los sobrecostos que, en tal caso, podrían 
originarse. 
 
Este principio pretende entonces, optimizar en al máximo la inversión de los 
recursos públicos provenientes del Presupuesto destinado a la Contratación Estatal, 
generando procesos que reflejen celeridad, lo que se traduce en una pronta 
satisfacción de necesidades del conglomerado; además de ello se pretende que las 
relaciones contractuales no tengan trámites y requisitos  innecesarios que vayan más 
allá de lo previsto por la Ley, para contribuir a la realización de los fines del Estado y 
concretamente la eficiencia administrativa requerida en cualquier relación de esta 
índole. 
 
4.2 Marco Jurídico 
 
En Colombia  gran variedad de autores han trazado su inquietud por 
reconocer los principios de la contratación estatal, habilitándolos únicamente como 
temas auxiliares del ordenamiento legal que hoy nos aplica en nuestro país, sin 
embargo a lo largo de este documento se evidenciarán diferentes posiciones que 
dan relevancia a la aplicación fáctica y sustancial de los principios constitucionales y 
legales de la contratación estatal.  
 
De acuerdo a lo enunciado en la ley 80 de 1993, los principios de la 
economía, transparencia, y demás, se establecen tales como las actuaciones de 
cualquiera de los ciudadanos que en cierto modo intervengan en la contratación 
pública y que deberán aplicarse en cierto modo a las leyes, normatividad que rige el 
actuar de los servidores públicos, los principios generales del derecho, los 
particulares del derecho administrativo y las reglas de la interpretación de la 
contratación. (Peñaranda, 2013) 
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El Consejo de Estado en varios pronunciamientos ha identificado el carácter 
de vinculante de los principios que rigen la contratación estatal; sin dar prevalencia a 
los principios constitucionales o legales, formándolos como un universo integrador 
que permite la interpretación cuando esta sea solicitada.  
 
La contratación pública nace y es catalogada como el resultado de una 
necesidad de interés general y colectivo tal y como se expresó: 
 
Para el cumplimiento de los fines del Estado y la satisfacción de los intereses y 
necesidades colectivas, se requiere el aprovisionamiento de bienes y servicios por 
parte de los órganos públicos, lo cual se obtiene bien con la colaboración de los 
particulares ora de las propias entidades que integran la administración pública, 
mediante la contratación de los mismos, de manera que "…el objeto de los contratos 
no es otro que la adquisición de bienes y servicios tendientes a lograr los fines del 
Estado en forma legal, armónica y eficaz (Corte Constitucional Colombiana, 
Sentencia C – 449  de 1992) 
 
El  Consejo de Estado ha definido: 
Los principios funcionalmente son soporte estructural del sistema, puesto que 
establecen los criterios esenciales que animan el ordenamiento en una determinada 
situación o relación que interesa al derecho, se convierten en pautas hermenéuticas 
para desentrañar el significado y alcance de las reglas jurídicas, y constituyen fuente 
formal para resolver situaciones o problemas concretos ante la falta o insuficiencia de 
reglas jurídicas. (Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo Sección 
Tercera Consejera Ponente: Ruth Stella Correa Palacio) 
 
En la teoría del derecho se reconocen a los principios como categorías de 
normas jurídicas. Precisamente, en sentencia T-406 de 1992, se manifestó que: 
Los principios (...), consagran prescripciones jurídicas generales que suponen una 
delimitación política y axiológica reconocida y, en consecuencia, restringen el 
espacio de interpretación, lo cual hace de ellos normas de aplicación inmediata, tanto 
por el legislador como por el juez constitucional. (...) Su alcance normativo no 
consiste en la enunciación de ideales que deben guiar los destinos institucionales y 
sociales con el objeto de que algún día se llegue a ellos; su valor normativo debe ser 
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entendido de tal manera que signifiquen una definición en el presente, una base 
[deontológico]-jurídica sin la cual cambiaría la naturaleza misma de la Constitución y 
por lo tanto toda la parte organizativa perdería su significado y su razón de ser.  
 
Por otro lado en la Sentencia C-818-2005 la Corte Constitucional ha indicado: 
Los principios como lo reconoce la doctrina están llamados a cumplir en el sistema 
normativo los siguientes papeles primordiales: (i) Sirven de base y fundamento de 
todo el ordenamiento jurídico; (ii) actúan como directriz hermenéutica para la 
aplicación de las reglas jurídicas; y finalmente, (iii) en caso de insuficiencia normativa 
concreta y específica, se emplean como fuente integradora del derecho. En estos 
términos, es indiscutible que los principios cumplen una triple función de fundamento, 
interpretación e integración del orden jurídico. 
 
Los principios y fundamentos básicos de la contratación estatal han sido 
establecidos en la Constitución Política mediante la incorporación de un derecho 
fundamental y una regla de Estado social de derecho: el derecho a la igualdad y 
la prevalencia del interés general sobre el interés particular. El derecho a la 
igualdad, como directriz fundamental de la contratación de la administración, 
impone a las entidades públicas, a favor de los asociados, el deber de propiciar 
y permitir su acceso a la contratación pública sin efectuar discriminaciones. 
(Pino, 2005) 
 
4.3 Antecedentes Constitucionales 
 
De acuerdo a la información consolidada a nivel constitucional, se puede 
evidenciar que a partir de 1886 que se dan los inicios de la responsabilidad 
patrimonial por daño antijurídico, los cuales los podemos visualizar en los siguientes 
artículos. 
 
El antecedente Constitucional del daño antijurídico o de la responsabilidad 
patrimonial viene de La Constitución de 1886. 
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Artículo 20.- Los particulares no son responsables ante las autoridades sino por 
infracción de la Constitución o de las leyes. Los funcionarios públicos lo son por la 
misma causa y por extralimitación de funciones, o por omisión en el ejercicio de 
éstas. 
Artículo 21.- En caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en 
detrimento de alguna persona, el mandato superior no exime de responsabilidad al 
agente que lo ejecuta. 
Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, 
la responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la orden.  
 
En vigencia de norma superior anterior, esa responsabilidad estaba 
supeditada a que se probaran tres presupuestos así: 
 
1. Una falta o falla del servicio de la administración, por omisión, retardo, 
irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio. 
 
2. Un daño, que implica la lesión o perturbación de un bien protegido por el 
derecho administrativo, con las características de éste, es decir, que sea un daño 
indemnizable, cierto, determinado o determinable.  
 
3. Una relación de causalidad entre la falta o la falla de la administración y el 
daño, sin la cual aun demostrada la falta o falla del servicio, no habrá lugar a 
indemnización. (Armennta Ariza, 2009) 
 
El desarrollo de la responsabilidad del Estado, se dio propiamente con la 
Constitución Política de Colombia en 1991, ya que fue allí donde  se instituyo con 
severidad la responsabilidad patrimonial que tiene el Estado para con los 
particulares, cuando estos sufren al daño causado por los agentes del Estado. 
ARTICULO 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos 
que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas.  
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de 
un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
 
 
 
 24 
4.4 Antecedentes Legales y Jurisprudenciales 
 
4.4.1 Antecedentes Legales 
 
El antecedente legal más próximo en materia responsabilidad patrimonial y 
daño antijurídico en Colombia  se  tiene  con la expedición de la Ley 678 de 2001, 
pues allí donde por primera vez se habló de acción de repetición, como 
consecuencia de una conducta doloso o gravemente culposa de un servidor o ex - 
servidor público haya producido un daño antijurídico a otro.   
 
Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto regular la responsabilidad 
patrimonial de los servidores y ex servidores públicos y de los particulares que 
desempeñen funciones públicas, a través del ejercicio de la acción de 
repetición de que trata el artículo 90 de la Constitución Política o del 
llamamiento en garantía con fines de repetición (Ley 678 de 2001) 
 
 
Es importante  tener en cuenta que  esta norma estable reglamentos para la  
acción de repetición contra el agente del estado responsable de haber causado el 
daño antijurídico, exigiendo al mismo haber actuado con una conducta dolosa o 
gravemente culposa, pero en ningún momento cuando no se den esas dos 
connotaciones de parte de servidor o ex-servidor se exonera al Estado de su 
responsabilidad. 
 
4.4.2 Antecedentes Jurisprudenciales 
 
El tema  de la responsabilidad del Estado, se inició con los pronunciamientos 
de la Corte Suprema de Justicia, pero con énfasis en la responsabilidad  
extracontractual, mas no la contractual, en este sentido Angélica María Armenta 
Ariza, hizo un análisis en donde plantea  
 
La Corte Suprema de Justicia en sus Salas de Casación Civil y de Negocios 
Generales era la encargada de asumir los conflictos atinentes a la responsabilidad 
patrimonial del Estado, precisando que cuando el órgano judicial conoció de estos 
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conflictos existía un vacío normativo y aun así no podía negarse a decidir, por lo 
tanto, acudió de manera analógica a las normas previstas por el Código Civil sobre la 
responsabilidad extracontractual de los particulares, lo cual constituyó un primer 
período de la evolución de la responsabilidad extracontractual del Estado, que 
comprende dos fases en su desarrollo. 
Primera fase. 
 
En un primer momento, la Corte encontró el fundamento de la responsabilidad 
Extracontractual del Estado en los artículos 2347 y 2349 del C.C.6, es decir, que el 
sustento de la obligación indemnizatoria estuvo constituido por las llamadas culpa in 
eligiendo y culpa in vigilando de la administración; por lo tanto, se trataba de una 
responsabilidad indirecta. 
Segunda fase. 
 
La Corte Suprema de Justicia a partir del año de 1939, señaló que la 
responsabilidad patrimonial del Estado era una responsabilidad directa, fundada en 
el artículo 2341 del C.C.A y por tanto, de naturaleza subjetiva, separando así la 
responsabilidad de las personas jurídicas de derecho privado de la responsabilidad 
del derecho público.  
 
El desarrollo que hizo de responsabilidad patrimonial del Estado por la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, contribuyo en la construcción que el 
Consejo de Estado hiciera de sus propias tesis sobre la materia (Armenta Ariza, 
2009). 
 
 
En sus inicios el consejo de estrado estructuro una teoría sobre 
responsabilidad  patrimonial del Estado basa da  en lo siguiente. 
 
 Que  existiera  una falla en el servicio, una  acción, omisión u operación. 
 Que producto de esa falla existiera un daño. 
 Que existiera una relación de causalidad  entre  la falla y el daño. 
 
Con la nueva  carta, de 1991, el Estado debió asumir  una postura  diferente 
frente a la responsabilidad Patrimonial a lo que es el daño antijurídico. 
 
El actual mandato constitucional es no sólo imperativo -ya que ordena al 
Estado responder- sino que no establece distinciones según los ámbitos de 
actuación de las autoridades públicas. En efecto, la norma simplemente establece 
dos requisitos para que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño 
antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de una autoridad 
pública. Pero el artículo 90 no restringe esta responsabilidad patrimonial al campo 
extracontractual sino que consagra un régimen general, por lo cual la Corte no 
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considera de recibo el argumento según el cual la noción de daño antijurídico no es 
aplicable en el ámbito contractual. Por el contrario, para esta Corporación el inciso 
primero del artículo 90 consagra la cláusula general de responsabilidad patrimonial 
del Estado y comprende por ende no sólo la responsabilidad extracontractual sino 
también el sistema de responsabilidad precontractual (derivado de la ruptura de la 
relación jurídico-administrativa precontractual) así como también la responsabilidad 
patrimonial del Estado de carácter contractual. (Sentencia C – 333 de 1996) 
La Corte considera que la expresión acusada no vulnera en sí misma la 
Constitución, siempre y cuando se entienda que ella no excluye la aplicación directa 
del artículo 90 de la Carta al ámbito contractual. En cambio, la disposición 
impugnada puede generar situaciones inconstitucionales si se concluye que el 
artículo 50 de la Ley 80 de 1993 es el único fundamento de la responsabilidad 
patrimonial del Estado en materia contractual, por cuanto ello implicaría una ilegítima 
restricción del alcance del artículo 90 que, como se ha visto, consagra una cláusula 
general de responsabilidad que engloba los distintos regímenes en la materia. Por 
ello la Corte declarará la citada expresión exequible, pero de manera condicionada, 
pues precisará que el artículo 50 de la Ley 80 de 1993 no constituye el fundamento 
único de la responsabilidad patrimonial del Estado en el campo contractual, por lo 
cual el artículo 90 de la Constitución es directamente aplicable en este campo. 
(Sentencia C-333 de 1996) 
 
4.5 Marco Conceptual 
 
Existen varios conceptos y definiciones, respecto al daño antijurídico, a  la 
responsabilidad patrimonial del Estado, veremos algunos, a partir de los cuales se 
trabajara  la investigación. 
 
 
 
 27 
DAÑO ANTIJURIDICO- Concepto 
De acuerdo con la sentencia C – 333 de 1996, el perjuicio que es provocado a 
una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. La Corte considera que 
esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación del 
Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social 
de Derecho, pues al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y 
libertades de los particulares frente a la actividad de la administración. Así, la 
responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo 
de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder 
público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la 
propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las 
autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita 
patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen constitucional establece 
entonces la obligación jurídica a cargo del Estado de responder por los perjuicios 
antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades 
públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea 
imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la 
víctima por medio del deber de indemnización. Igualmente no basta que el daño sea 
antijurídico sino que éste debe ser además imputable al Estado, es decir, debe 
existir un título que permita su atribución a una actuación u omisión de una autoridad 
pública. 
 
RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL DEL ESTADO – Hechos 
fundamentales que se deben probar en este régimen 
 
En consecuencia en el régimen de responsabilidad contractual del Estado, 
resulta imperativo probar como hechos fundamentales los siguientes: i) que exista  el 
contrato fuente de la obligación debida ii) Que estén cumplidas las condiciones 
legales y contractuales que condicionan la ejecución del contrato y iii) Que la 
obligación que se afirma incumplida sea exigible (Procuraduría General de la 
Nación). 
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Sin embargo este último criterio, visto desde la responsabilidad  de las 
entidades estatales, es oportuno aclarar  que  la responsabilidad contractual,  no 
empieza  a partir de la celebración o existencia del contrato, sino  conforme  a los 
principios de planeación y de selección objetiva , el daño antijurídico puede producir 
aun sin que se perfeccione  el contrato, estos, en la selección del contrato que se 
cristaliza  con la  adjudicación. 
Lo anterior se  confirma  con pronunciamientos  del consejo de Estado, donde 
ha resultado condena la entidad, por establecer criterios subjetivos y amañados  
dentro de los pliegos de condiciones, así los manifestó el Alto tribunal “De acuerdo 
con tal planteamiento, es lógico concluir que la última situación prevista dentro de las 
causales de declaratoria de desierta en el caso sub examine, esto es, “cuando a 
juicio de la administración las diferentes propuestas se consideren inconvenientes 
para el municipio”, es una estipulación contraria a los mandatos legales que 
gobiernan la materia.  
De igual forma, plantea que “Prescripciones de esta índole no pueden 
incluirse en los pliegos de condiciones en tanto ningún valor le agregan a la 
contratación y, por el contrario, ponen en riesgo la escogencia de la oferta favorable 
al interés público perseguido con ella y en tela de juicio principios de la Ley 80 de 
1993” 
Una regla como la que se examina que le deja a la Administración declarar 
frustrado un proceso de selección de contratista, cuando estime a su arbitrio que las 
diferentes propuestas son inconvenientes, no resiste el menor análisis de necesidad 
y razonabilidad. 
En este sentido, se está delante de una suerte de una típica cláusula 
“comodín” (passe-partout), susceptible de aplicarse en cualquier caso y que en una 
suerte de cheque en blanco auto habilita a la Administración para entrar a declarar 
frustrado un proceso, por las intenciones de cada funcionario. (Consejo de Estado, 
0500123260001997103201 (20811) 
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4.6 Marco Jurisprudencial 
 
4.6.1 Corte Constitucional Colombiana 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: C – 333 de 1996 
Problema Jurídico: El problema que se plantea lleva a la Corte a estudiar, 
como primera medida, si el artículo 90 de la Constitución consagra una 
cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado, esto es, aplicable 
tanto al campo contractual como extracontractual. En segundo lugar, deberá la 
Corporación examinar el alcance del concepto de daño antijurídico que 
fundamenta la responsabilidad patrimonial del Estado, con el fin de determinar 
si la norma acusada lo contradice o por el contrario lo desarrolla. 
Aspectos Pertinentes a transcribir: Ahora bien, como se ve, el actual 
mandato constitucional es no sólo imperativo -ya que ordena al Estado 
responder- sino que no establece distinciones según los ámbitos de actuación 
de las autoridades públicas. En efecto, la norma simplemente establece dos 
requisitos para que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño 
antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de una autoridad 
pública. Pero el artículo 90 no restringe esta responsabilidad patrimonial al 
campo extracontractual sino que consagra un régimen general, por lo cual la 
Corte no considera de recibo el argumento de uno de los intervinientes, según 
el cual la noción de daño antijurídico no es aplicable en el ámbito contractual. 
Por el contrario, para esta Corporación el inciso primero del artículo 90 
consagra la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado y 
comprende por ende no sólo la responsabilidad extracontractual sino también 
el sistema de responsabilidad precontractual (derivado de la ruptura de la 
relación jurídico-administrativa precontractual) así como también la 
responsabilidad patrimonial del Estado de carácter contractual. 
La Corte Constitucional coincide entonces con los criterios desarrollados por la 
Sección Tercera del Consejo de Estado, juez especializado en este campo. En 
efecto, según esa Corporación, los criterios lentamente construidos por la 
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jurisprudencia en materia de responsabilidad del Estado han recibido una 
expresión constitucional firme en el artículo 90, que representa entonces "la 
consagración de un principio constitucional constitutivo de la cláusula general 
de responsabilidad patrimonial del Estado, tanto la de naturaleza contractual 
como la extracontractual"1. Por ello ha dicho esa misma Corporación que ese 
artículo 90 "es el tronco en el que encuentra fundamento la totalidad de la 
reponsabilidad patrimonial del Estado, trátese de la responsabilidad 
contractual o de la extracontractual 
 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: C – 644 de 2011 
Problema Jurídico: Corresponde a la Corte establecer si la expresión “o a un 
particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma”, 
contenida en el inciso segundo del artículo 140 de la ley 1437 de 2011, relativo 
a la reparación directa, vulnera los artículos 1°, 2°, 6° y 90 de la Constitución, 
al enunciar la responsabilidad del Estado por los daños que cause cuando le 
sean imputables y hayan sido ocasionados por un particular. Para resolver 
este interrogante, la Corte se referirá previa y brevemente a la responsabilidad 
del Estado; aludirá a la responsabilidad de los servidores públicos y de los 
particulares que cumplen funciones públicas; expondrá brevemente las 
características de la acción de reparación directa; reiterará la potestad de 
configuración del legislador en materia de definiciones, competencias y 
procedimientos, y en ese marco analizará los cargos formulados. 
 
Aspectos Pertinentes a transcribir: Es claro, entonces, que la 
responsabilidad patrimonial del Estado en nuestro sistema jurídico encuentra 
fundamento en el principio de la garantía integral del patrimonio de los 
ciudadanos, desarrollado in extenso por la jurisprudencia y expresamente 
consagrado en el artículo 90 de la Constitución Política, el cual a su vez debe 
interpretarse en concordancia con los artículos 2°,13, 58 y 83 del mismo 
ordenamiento superior que, por un lado, le impone a las autoridades de la 
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República el deber de proteger a todas las personas en Colombia en su vida, 
honra y bienes (art. 2°) y, por el otro, la obligación de promover la igualdad de 
los particulares ante las cargas públicas  (art. 13) y de garantizar la confianza, 
la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes 
civiles (arts. 58 y 83). Esta protección constitucional al patrimonio de los 
particulares se configura, entonces, cuando concurren tres presupuestos 
fácticos a saber: un daño antijurídico o lesión, una acción u omisión imputable 
al Estado y una relación de causalidad. Respecto al daño antijurídico, si bien el 
mismo constituye un concepto constitucional parcialmente indeterminado, en 
cuanto la Carta no lo define en forma expresa, la jurisprudencia y la doctrina, 
dentro de una interpretación sistemática de las normas constitucionales que lo 
consagran y apoyan, lo definen como el menoscabo o perjuicio que sufre la 
víctima en su patrimonio o en sus derechos personalísimos, sin tener el deber 
jurídico de soportarlo[25]. En cuanto al incumplimiento del Estado, este se 
presenta cuando la Administración Pública no satisface las obligaciones a su 
cargo dentro de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que han sido 
fijadas. Finalmente, para que el daño antijurídico atribuido al Estado sea 
indemnizable, se exige que éste sea consecuencia del incumplimiento de las 
obligaciones de la Administración, esto es, desde una perspectiva negativa, 
que el daño sufrido por la víctima no se derive de un fenómeno de fuerza 
mayor o sea atribuible a su conducta negligente. 
 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: Sentencia C – 430 de 2000 
Problema Jurídico: Le corresponde a la Corte determinar si la norma del 
artículo 78, en cuanto permite demandar no sólo al funcionario causante del 
hecho generador del perjuicio, sino tanto a éste como a la entidad pública, 
desconoce o no la preceptiva del art. 90 de la Constitución. 
 
Aspectos Pertinentes a transcribir: En el primer caso, como se ha visto, la 
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responsabilidad resulta de la antijuridicidad del daño, pero frente a sus 
agentes esa antijuridicidad se deduce de la conducta de éstos, vale decir, de 
que el comportamiento asumido por ellos y que dio lugar al daño, fue doloso o 
gravemente culposo. En tal virtud, no puede deducirse responsabilidad 
patrimonial del funcionario o agente público, si no se establece que obró, por 
acción u omisión, constitutiva de dolo o culpa grave, y que lo hizo en ejercicio 
o con motivo de sus funciones. En consecuencia si la responsabilidad del 
agente público no se configura en dichos términos, resulta improcedente que 
el Estado ejerza la acción de repetición, porque ésta sólo se legitima en la 
medida en que éste sea condenado a reparar el daño y los agentes estatales 
resulten igualmente responsables. Según el inciso segundo del art. 90 de la 
Constitución, sólo en el evento de que el Estado sea condenado a la 
reparación patrimonial del daño antijurídico, que haya sido determinado por la 
conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, puede aquél repetir 
lo pagado contra éste. Ello significa, en consecuencia, que los perjudicados no 
pueden reclamar directamente del funcionario la indemnización por el daño. 
Con ello se garantiza, de un lado, la reparación al perjudicado,  porque queda 
debidamente asegurada con el respaldo patrimonial del Estado, y, de otro, se 
consigue que pueda establecerse dentro del proceso el dolo o la culpa grave 
del funcionario en los hechos dañosos, para efectos de la acción de repetición. 
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4.6.1 Consejo de Estado 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: Sección Tercera Consejo de 
Estado 
Expediente: 73001-23-31-000-1999-00539 – 01 (22464) 
Actor: DOMINGO BARRAGAN URUEÑA 
Demandado: FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES 
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA; SENTENCIA 
Problema Jurídico: Decide la Sub-sección C el recurso de apelación 
interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por el 
Tribunal Administrativo del Tolima de 19 de diciembre de 2001 
Aspectos Pertinentes a transcribir: Cabe precisar que la tendencia de la 
responsabilidad del Estado en la actualidad está marcada por la imputación 
objetiva que “parte de los límites de lo previsible por una persona prudente a la 
hora de adoptar las decisiones”. Siendo esto así, la imputación objetiva implica 
la “atribución”, lo que denota en lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, 
más que una descripción. Luego, la contribución que nos ofrece la imputación 
objetiva, cuando hay lugar a su aplicación, es la de rechazar la simple 
averiguación descriptiva, instrumental y empírica de “cuando un resultado 
lesivo es verdaderamente obra del autor de una determinada conducta”. Esto, 
sin duda, es un aporte que se representa en lo considerado por Larenz según 
el cual había necesidad de “excluir del concepto de acción sus efectos 
imprevisibles, por entender que éstos no pueden considerarse obra del autor 
de la acción, sino obra del azar”1. Con lo anterior, se logra superar, 
definitivamente, en el juicio de responsabilidad, la aplicación tanto de la teoría 
de la equivalencia de condiciones, como de la causalidad adecuada, 
ofreciéndose como un correctivo de la causalidad, donde será determinante la 
magnitud del riesgo y su carácter permisible o no. Dicha tendencia es la que 
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marcó el precedente jurisprudencial constitucional, pero ampliando la 
consideración de la imputación (desde la perspectiva de la imputación 
objetiva) a la posición de garante donde la exigencia del principio de 
proporcionalidad es necesario para considerar si cabía la adopción de 
medidas razonables para prevenir la producción del daño antijurídico, y así se 
motivara el juicio de imputación. Dicho juicio, en este marco, obedece sin lugar 
a dudas a un ejercicio de la ponderación que el juez está llamado a aplicar, de 
tal manera que se aplique como máxima que: “Cuanto mayor sea el grado de 
la no satisfacción o del detrimento de un principio, mayor debe ser la 
importancia de satisfacción del otro”. 
 
 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: CONSEJO DE ESTADO - SALA 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA SECCION TERCERA 
Consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ 
Bogotá, D. C., once (11) de agosto de dos mil diez (2010) 
Radicación: 20001- 23-31-000-1998-04061-01(18499) 
Actor: ANTONIO VICENTE RUSSO Y MARTHA LIGIA SALCEDO CARVAJAL 
Demandado: INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO INPEC 
Referencia: Acción de controversias contractuales 
Problema Jurídico: El Tribunal Administrativo del Cesar negó las 
pretensiones de la demanda. Explicó que si bien el artículo 1.546 del Código 
Civil establece la condición resolutoria ante el incumplimiento del contrato 
bilateral por alguno de los contratantes, circunstancia que habilita al 
contratante cumplido a pedir la resolución o el cumplimiento del contrato con la 
respectiva indemnización de perjuicios, lo cierto es que la parte demandante 
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no acreditó el incumplimiento alegado. 
Aspectos Pertinentes a transcribir: De conformidad con todo lo anterior la 
responsabilidad contractual del Estado se configura cuando concurren los 
siguientes elementos: i) La existencia de un daño consistente en la lesión del 
derecho de crédito del contratista. Al respecto cabe recordar que el contrato es 
fuente de obligaciones y a la vez de derechos correlativos para cada una de 
las partes, denominados estos derecho de crédito que consisten en la facultad 
de exigir al otro sujeto contratante el cumplimiento de las prestaciones a su 
cargo, conforme lo señaló la Sala en la citada sentencia proferida el 25 de 
febrero de 2009 en la cual reiteró lo expuesto en anteriores providencias y 
explicó: “Ese daño debe ser cierto y su existencia establecerse plenamente en 
el respectivo proceso; en otras palabras, los perjuicios que alega el acreedor y 
que reclama del deudor deben estar revestidos de plena certeza. El daño 
contractual consiste en la lesión del derecho de crédito como consecuencia de 
un comportamiento del deudor contrario al programa de la prestación. (…) En 
este tipo de responsabilidad el elemento central es el daño, de conformidad 
con el principio de garantía de la integridad del patrimonio de los particulares, 
según el cual la responsabilidad se fundamenta en la posición jurídica de la 
víctima, cuya esfera patrimonial ha sido lesionada y no sobre la conducta del 
autor del daño. El daño antijurídico para que sea indemnizable debe tener una 
existencia real y concreta y debe ser evaluable en términos económicos; es 
necesario entonces que el contratista acredite su existencia, lo cuantifique en 
dinero, de acuerdo con los parámetros del contrato celebrado o los factores 
objetivos existentes y además lo individualice” 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado – Sección 
Tercera Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
Bogotá, D.C., nueve (9) de mayo de dos mil once (2011) 
Radicación número: 54001-23-31-000-1994-08654-01(19976) 
Actor: VALENTIN JOSE OLIVEROS Y OTROS 
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Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICIA NACIONAL 
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (Sentencia) 
Problema Jurídico: Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto tanto 
por la parte actora como la demandada, respecto de la sentencia proferida por 
la Sala de Decisión del Tribunal Administrativo de Descongestión de 
Santander Norte de Santander y Cesar del 29 de septiembre de 2000 
mediante la que se dispuso: 
“PRIMERO: Declárese a la Nación - Ministerio de Defensa- Policía Nacional 
administrativamente responsable de los hechos ocurridos el 7 de enero de 
1.993, entre las 11:15 y las 11:45, en el barrio Aeropuerto, de la ciudad de 
Cúcuta, cuando, miembros de ala (sic) institución en servicio activo dispararon 
sus armas, causándole lesiones a VALENTIN OLIVEROS CUELLAR. 
Aspectos Pertinentes a transcribir: Todo régimen de responsabilidad 
patrimonial del Estado exige la afirmación del principio de imputabilidad, según 
el cual, la indemnización del daño antijurídico cabe achacarla al Estado 
cuando haya el sustento fáctico y la atribución jurídica. Debe quedar claro, que 
el derecho no puede apartarse de las “estructuras reales si quiere tener alguna 
eficacia sobre las mismas”. En cuanto a esto, cabe precisar que la tendencia 
de la responsabilidad del Estado en la actualidad está marcada por la 
imputación objetiva, título autónomo que “parte de los límites de lo previsible 
por una persona prudente a la hora de adoptar las decisiones”. Siendo esto 
así, la imputación objetiva implica la “atribución”, lo que denota en lenguaje 
filosófico-jurídico una prescripción, más que una descripción. Luego, la 
contribución que nos ofrece la imputación objetiva, cuando hay lugar a su 
aplicación, es la de rechazar la simple averiguación descriptiva, instrumental y 
empírica de “cuando un resultado lesivo es verdaderamente obra del autor de 
una determinada conducta”. Esto, sin duda, es un aporte que se representa en 
lo considerado por Larenz según el cual había necesidad de “excluir del 
concepto de acción sus efectos imprevisibles, por entender que éstos no 
pueden considerarse obra del autor de la acción, sino obra del azar”. Con lo 
anterior, se logra superar, definitivamente, en el juicio de responsabilidad, la 
aplicación tanto de la teoría de la equivalencia de condiciones, como de la 
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causalidad adecuada, ofreciéndose como un correctivo de la causalidad, 
donde será determinante la magnitud del riesgo y su carácter permisible o no. 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado  - Sección 
Tercera Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ - Bogotá, 
nueve (09) de mayo de dos mil doce (2012) 
Radicación número: 25000-23-26-000-1999-00644-01(23300) 
Actor: ALVARO OTALORA CELIS 
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJERCITO 
NACIONAL Y OTROS 
Problema Jurídico: El 12 de julio de 2002, la actora interpuso recurso de 
apelación (folio 87 del cuaderno principal), el cual fue concedido el 23 de julio 
de 2002, y admitido por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 11 de 
octubre del mismo año (folio 145 del cuaderno principal). En el escrito de 
sustentación (folio 95 del cuaderno principal), el demandante manifestó su 
inconformidad con la decisión del A quo, acudiendo a tesis jurisprudenciales 
desarrolladas por la Corte Suprema de Justicia referidas a la responsabilidad 
que le cabe a la Nación por las consecuencias de atentados terroristas.  
Aspectos Pertinentes a transcribir: A partir de la expedición de la 
Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, el Estado será 
patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la 
acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados 
que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la 
imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la 
existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a 
efectos de configurar la responsabilidad”. Al respecto, la Corte Constitucional 
ha dicho que “la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un 
daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria 
al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de 
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soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable” 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado Sección 
Tercera 
Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil trece (2013). 
Radicación número: 66001-23-31-000-1999-00494-01(26923) 
Actor: BEATRIZ OROZCO VALLEJO Y OTROS 
Demandado: INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION 
SENTENCIA) 
Problema Jurídico: Decide la Subsección C el recurso de apelación 
interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el 
Tribunal Administrativo de Risaralda el 28 de noviembre de 2003, mediante la 
cual se accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda en los 
siguientes términos:  
 
“(…) 1. Declarar administrativa y patrimonialmente responsable al 
Seguro Social por los perjuicios ocasionados a la señora Beatriz Orozco 
Vallejo con ocasión de la intervención quirúrgica a la que fue sometida 
el 28 de noviembre de 1997. 
Aspectos Pertinentes a transcribir: El daño antijurídico comprendido, desde 
la dogmática jurídica de la responsabilidad civil extracontractual y del Estado, 
impone considerar dos componentes: a) el alcance del daño como entidad 
jurídica, esto es, “el menoscabo que a consecuencia de un acaecimiento o 
evento determinado sufre una persona ya en sus bienes vitales o naturales, ya 
en su propiedad o en su patrimonio”; o la “lesión de un interés o con la 
alteración “in pejus” del bien idóneo para satisfacer aquel o con la pérdida o 
disponibilidad o del goce de un bien que lo demás permanece inalterado, 
como ocurre en supuestos de sustracción de la posesión de una cosa”; y, b) 
 39 
aquello que derivado de la actividad, omisión, o de la inactividad de la 
administración pública no sea soportable i) bien porque es contrario a la Carta 
Política o a una norma legal, o ii) porque sea “irrazonable”, en clave de los 
derechos e intereses constitucionalmente reconocidos; y, iii) porque no 
encuentra sustento en la prevalencia, respeto o consideración del interés 
general. 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado – Sección 
Tercera 
Radicación número: 76001-23-24-000-1997-03977-01(20480) 
Actor: ALBA INES JARAMILLO DE LIBREROS Y OTROS 
Demandado: MINISTERIO DE SALUD Y OTRO 
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (Sentencia) 
Problema Jurídico: Determinar si la amputación del miembro inferior derecho 
de la señora Alba Inés Jaramillo de Libreros se produjo como consecuencia de 
la falla del servicio en la prestación del servicio médico en la que incurrió la 
entidad demandada y el personal médico que la trató durante toda la actividad 
médica. 
Aspectos Pertinentes a transcribir: Con la Carta Política de 1991 se produjo 
la “constitucionalización” de la responsabilidad del Estado y se erigió como 
garantía de los derechos e intereses de los administrados, sin distinguir su 
condición, situación e interés. Según lo prescrito en el artículo 90 de la 
Constitución, la responsabilidad extracontractual del Estado tiene como 
fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a un 
administrado, y la imputación del mismo a la administración pública tanto por 
la acción, como por la omisión. Dicha imputación exige analizar dos esferas: a) 
el ámbito fáctico, y; b) la imputación jurídica, en la que se debe determinar: i) 
atribución conforme a un deber jurídico (que opera conforme a los distintos 
títulos de imputación consolidados en el precedente de la Sala: falla o falta en 
la prestación del servicio –simple, presunta y probada-; daño especial –
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desequilibrio de las cargas públicas, daño anormal-; riesgo excepcional); 
Adicionalmente a lo anterior, resulta relevante tener en cuenta los aspectos de 
la teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado. 
 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado – Sección 
Tercera 
Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON 
Bogotá, D. C, veintiséis (26) de mayo de dos mil once (2011) 
Radicación: 19001-23-31-000-1998-03400-01(20097) 
Actor: FLORENTINO MUÑOZ PIAMBA Y OTROS 
Demandado: DIRECCION DEPARTAMENTAL DE SALUD DEL CAUCA 
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA 
Problema Jurídico: A través de la presente acción pretende la parte 
demandante que se declare la responsabilidad de la Dirección Departamental 
de Salud del Cauca, por los perjuicios morales y materiales causados a los 
demandantes por una supuesta falla en la prestación del servicio médico 
prestado a la señora Imelda Muñoz Túquerres , que culminó con su muerte. 
Aspectos Pertinentes a transcribir: El concepto de daño antijurídico cuya 
definición no se encuentra en la Constitución ni en la ley, sino en la doctrina 
española, particularmente en la del profesor Eduardo García de Enterría, ha 
sido reseñado en múltiples sentencias desde 1991 hasta épocas más 
recientes, como el perjuicio provocado a una persona que no tiene el deber 
jurídico de soportarlo. (…) La Imputabilidad es la atribución jurídica que se le 
hace a la entidad pública del daño antijurídico padecido y por el que, por lo 
tanto, en principio estaría en la obligación de responder, bajo cualquiera de los 
títulos de imputación de los regímenes de responsabilidad, esto es, del 
subjetivo (falla en el servicio) u objetivo (riesgo excepcional y daño especial). 
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Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado – Sección 
Tercera 
Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
Bogotá, D.C, ocho (8) de mayo de dos mil trece (2013). 
Radicación número: 50001-23-31-000-1998-00027-01(24510) 
Actor: MARIO GUETIERREZ DIAZ Y CONSUELO HERNANDEZ 
GUTIERREZ 
Demandado: NACION - RAMA JUDCIAL - FISCALIA GENERAL DE LA 
NACION 
Referencia: ACCION DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 
(APELACION SENTENCIA) 
Problema Jurídico: La parte demandante solicita la revocatoria del numeral 
5º de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia y que en su lugar 
se ordene el reconocimiento y pago de la indemnización por los perjuicios 
morales y materiales ocasionados por la entidad demandada al terminar 
unilateralmente el contrato de arrendamiento en razón a que el artículo 1546 
del C.C. sobre la condición resolutoria así lo ordena.  
Aspectos Pertinentes a transcribir: Las estipulaciones para dar por 
terminado el contrato unilateralmente y de manera discrecional, que hoy en día 
encuentran cabida con mayor vigor en el derecho privado, no son admisibles 
en los contratos estatales porque la prestación del servicio público y el interés 
general lo impiden (…) Aún más, pactar en un contrato estatal la posibilidad de 
darlo por terminado de manera discrecional o “a conveniencia” de una de las 
partes (así se haya convenido sólo a favor de la entidad contratante) también 
pone en evidencia que para celebrar ese negocio jurídico, la Administración 
desatendió el principio de la planeación. (…) la potestad exorbitante que tiene 
la Administración de dar por terminado el contrato no es una facultad 
discrecional sino que debe cimentarse en las causales previstas en la Ley y 
por consiguiente en ningún caso puede soportarse la decisión en una cláusula 
contractual que no tenga correspondencia con una causa legalmente prevista. 
(…) Y como la determinación que haya de tomar la Administración debe 
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verterse en un acto administrativo, éste no sólo debe ser comunicado sino que 
además debe ser debidamente motivado y en su producción ha debido 
hacerse efectivo el debido proceso permitiendo la audiencia y la defensa del 
contratista. (…) En consecuencia, si en un contrato de esta laya la 
Administración incorpora la potestad excepcional de darlo por terminado 
unilateralmente, esa cláusula es absolutamente nula  porque se está pactando 
contra expresa prohibición legal. 
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5. METODOLOGÍA 
 
5.1 Enfoque de investigación 
 
El enfoque planteado es el enfoque cualitativo debido que se indagará sobre 
la aplicación de las políticas de prevención del daño antijurídico en materia 
contractual, en el Departamento de Risaralda, desde 2010 a 2014. 
 
Por esto, la intención del proyecto denominado “PREVENCIÓN DEL DAÑO 
ANTIJURIDICO EN MATERIA CONTRACTUAL, EN EL DEPARTAMENTO DE 
RISARALDA DURANTE EL 2010 AL 2014” tiene como intención comprender los 
ejes que orientan el comportamiento, el cual ha sido construido por los miembros de 
la sociedad. Para lo anterior se tendrá en cuenta la descripción textual de lo 
observado en la matriz de análisis categorial. 
 
 
5.2 Enfoque de investigación 
 
El enfoque de la investigación será descriptivo – explicativo. En este sentido, 
se dará cuenta de las políticas de prevención aplicadas en el Departamento de 
Risaralda respecto a la contratación Durante el 2010-I / 2014-I y se tendrán en 
cuenta las demandas en materia contractual que generen Daño antijurídico en la 
gobernación de Risaralda Durante el 2010-I / 2014-I. Respecto al alcance 
explicativo, se analizará la tendencia jurisprudencial que por parte de la Corte 
Constitucional Colombiana y el Consejo de Estado se han adoptado en materia de 
daño antijurídico en materia contractual. 
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5.3 Categorías de Análisis  
 
 Políticas de prevención 
 Daño antijurídico 
 Contratación  
 
5.4 Aplicación de instrumentos de recolección de datos 
 
MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA – DIRECCIÓN DE DEFENSA 
JUDICIAL DE LA NACIÓN 
CARTILLA INSTRUCTIVA PARA LA IDENTIFICACIÓN DE TIPOLOGIAS DE 
DAÑO ANTIJURÍDICO  
REFERENTE NORMATIVO 
 
DIRECTIVA PRESIDENCIAL 03 DE 
1997 
Posterior a la expedición de la 
Constitución Política, el Gobierno 
Nacional, en  procura de coordinar 
estrategias para racionalizar y modernizar 
las  instituciones que conforman la 
administración pública, expidió la 
Directiva  Presidencial 03 del 20 de 
marzo de 1997, en la que se ordenó a las 
entidades  del orden nacional la creación 
de los COMITÉS DE DEFENSA 
JUDICIAL Y  CONCILIACIÓN, integrado 
por funcionarios del más alto nivel, que 
se  responsabilizaran de adoptar medidas 
tendientes a asegurar una defensa 
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idónea de los intereses litigiosos de cada 
entidad y de diseñar estrategias de  
prevención del daño antijurídico.  En este 
sentido, se dispuso el uso de la 
conciliación como política de  
racionalización de recursos y 
descongestión de despachos públicos, y, 
la  prevención del daño antijurídico.  “Los 
Comités deberán realizar estudios y 
evaluaciones periódicas  de los procesos 
que cursan en su contra, con el fin de 
determinar  las causas por las cuales la 
administración incurre en  
responsabilidad y en coordinación con las 
dependencias  competentes, diseñarán 
estrategias de prevención. 
DECRETO 1214 DE 2000 
El artículo 75 de la Ley 446 de 1998 
ordenó a todas las entidades públicas 
conformar Comités de Conciliación. El 
Gobierno Nacional expidió el Decreto  
1214 de 2000 y reglamentó la norma 
señalando las funciones que deben  
desarrollar. En relación con la prevención 
del daño se dispuso:  
“Artículo 5°. Funciones. El Comité de 
Conciliación ejercerá las  siguientes 
funciones:  
1. Formular y ejecutar políticas de 
prevención del daño antijurídico  (….)  
2. Estudiar y evaluar los procesos que 
cursen o hayan cursado en contra del 
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ente, para determinar las causas 
generadoras de los  conflictos; el índice 
de condenas; los tipos de daño por los 
cuales  resulta demandado o condenado; 
y las deficiencias en las  actuaciones 
procesales por parte de los apoderados, 
con el objeto  de proponer correctivos.  
LEY 790 DE 2002 
Mediante esta ley se expiden 
disposiciones para adelantar el programa 
de renovación de la administración 
pública. En el capítulo IV se precisa la 
dependencia que se encarga de la 
Defensa Judicial de la Nación y con 
relación a la prevención del daño señala:  
“El Gobierno Nacional fortalecerá la 
Dirección de Defensa Judicial de la 
Nación del Ministerio del Interior y de 
Justicia, la cual  desarrollará dentro de 
sus funciones las de prevención del daño  
antijurídico, profesionalización de la 
defensa de los intereses  litigiosos del 
Estado y la recuperación de los dineros 
que con  ocasión de las conductas 
dolosas o gravemente culposas de sus  
funcionarios o ex funcionarios haya 
pagado el Estado, así como las  de 
coordinación, seguimiento y control de las 
actividades de los apoderados que 
defienden al Estado en las entidades del 
orden nacional, mediante la 
implementación y consolidación de un 
sistema  integral de información que de 
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manera transversal alerte sobre las  
eventualidades judiciales a que se 
expone el Estado. En cualquier  caso, la 
Dirección de Defensa Judicial de la 
Nación asumirá directamente la 
coordinación de la defensa del Estado en 
todos los procesos que involucren una 
cuantía superior a dos mil (2.000)  
salarios mínimos legales mensuales 
vigentes”.  
DECRETO 200 DE 2003 
Como funciones específicas de la DDJN 
se determinó en el Decreto 200 de  2003 
las siguientes:  
1. Contribuir al diseño de una política 
general de defensa judicial de  la Nación.  
2. Diseñar propuestas de prevención del 
daño antijurídico estatal.  
3. Analizar de manera permanente las 
causas de mayor  conflictividad litigiosa y  
proponer estrategias para resolverlas”. 
LEY 812 DE 2003 
Con la cual se aprueba el Plan Nacional 
de Desarrollo  2003-2006: Hacia un 
Estado Comunitario, se dispuso en el 
artículo 8º la descripción de los 
principales programas de inversión que el 
Gobierno  Nacional espera ejecutar 
durante la vigencia del Plan Nacional de  
Desarrollo. En el tema de Seguridad 
Democrática se dispuso:   
3. Fortalecimiento del servicio de justicia 
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En desarrollo del Programa de 
Renovación de la Administración Pública 
se adelantará una política única de 
defensa judicial de la  Nación. Con este 
fin, se llevarán a cabo estudios para 
evaluar el origen de los procesos 
judiciales en contra de la Nación, las 
fallas comunes en los diferentes procesos 
y en su atención, así como en los 
procedimientos para adelantar procesos 
de repetición.  Igualmente, se tomarán las 
medidas necesarias para evitar llevar a  
la jurisdicción los conflictos que se 
generen entre órganos  públicos, los 
cuales deberán ser conciliados en forma 
preferente.” 
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MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA – DIRECCIÓN DE DEFENSA 
JUDICIAL DE LA NACIÓN 
CARTILLA INSTRUCTIVA PARA LA IDENTIFICACIÓN  
DE TIPOLOGIAS DE DAÑO ANTIJURÍDICO  
REFERENTE CONCEPTUAL 
 
DAÑO ANTIJURÍDICO 
El daño “en su sentido natural y obvio”, es 
un hecho, consistente en “el detrimento, 
perjuicio, menoscabo,  dolor o molestia 
causado a alguien”, “en su persona, 
bienes, libertad, honor, afectos, creencias, 
etc.…” y “supone la destrucción o 
disminución de ventajas o beneficios 
patrimoniales o extrapatrimoniales de que 
goza un  individuo.”  
Será antijurídico el daño cuando se 
constate que el ordenamiento jurídico no 
le  ha impuesto a la víctima el deber de 
soportarlo.  La culpa o conducta ilícita de 
la administración, junto con el nexo de 
causalidad  entre el daño y ésta, son los 
elementos subsiguientes de estudio. La  
responsabilidad entonces se compromete 
frente a los daños que origina tanto  su 
acción jurídica (tesis tradicional: falla del 
servicio) como con su conducta  lícita en 
algunos precisos eventos. 
CAUSAS DAÑO ANTIJURÍIDICO 
La acción u omisión de las autoridades 
públicas pueden producir daño  
antijurídico al particular. Esta afirmación 
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encuentra sustento en las fuentes del  
daño antijurídico contempladas en la 
doctrina jurisprudencial del Consejo de  
Estado,   
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCIÓN TERCERA. Sentencia Del 21 
De Octubre De 1999,  Consejero Ponente: 
Dr. Alier E. Hernández Enríquez. 
Procesos Acumulados 10948-11643, 
Demandado Ministerio De Defensa – 
Policía Nacional.  4 Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera. Auto del 22 de Octubre 
de 1997, Consejero Ponente: Dr. Daniel 
Suárez  Hernández. Proceso 13977, 
Demandante: Instituto de Seguros 
Sociales Demandados: Martha Lucia 
Salamanca, Feliz Antonio Quitian Burgos, 
Noralba García  Romero.  “En el artículo 
90 de la Constitución, se consagró la  
responsabilidad patrimonial del Estado, 
por los daños antijurídicos  que le sean 
imputables, causados por la acción o por 
la omisión de  sus autoridades públicas. 
No distingue la norma de la fuente de la  
responsabilidad, no dice si es contractual 
o extracontractual, o con  ocasión de un 
acto administrativo; en forma genérica 
indica que  puede surgir de la acción o la 
omisión de las autoridades públicas,  con 
la cual se causa un daño antijurídico, y 
esa acción u omisión se  puede presentar 
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con ocasión de un contrato, o por fuera de 
él‚ como  en el caso del que ahora se 
ocupa la Sala, o con la expedición de un  
acto administrativo. De cualquiera de esas 
causas puede surgir el  daño antijurídico 
que acarrea la responsabilidad patrimonial 
del  Estado”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 52 
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JUDICIAL DE LA NACIÓN 
CARTILLA INSTRUCTIVA PARA LA IDENTIFICACIÓN  
DE TIPOLOGIAS DE DAÑO ANTIJURÍDICO  
PROCEDIMIENTO IDENTIFICACIÓN DE CAUSAS 
 
ORGANIZACIÓN DE LA 
INFORMACIÓN 
Cada entidad deberá realizar un 
inventario, con clasificación y organización 
del archivo físico de sentencias, 
conciliaciones, y demandas o procesos en 
los que  ha sido o es parte, siguiendo los 
criterios estándar de la Ley 594 de 2000 
que reglamenta la Ley General de 
Archivos de las entidades públicas.  Para 
tal fin, las oficinas jurídicas deberían 
prever en sus planes de acción la  
preparación de un inventario cuantitativo y 
cualitativo de las demandas de  procesos 
vigentes o en curso, condenas judiciales y 
acuerdos conciliatorios,  por lo menos 
desde 1999. Estos documentos deben 
agruparse según el tipo de  jurisdicción y 
asunto. Es preciso indicar que solo se 
relacionarán aquellos asuntos de 
contenido patrimonial a cargo de la 
administración.  
IDENTIFICACIÓN 
Se anotarán los datos generales del 
proceso, sentencia y/o conciliaciones; 
señalando la identificación de las partes, 
el tribunal o autoridad ante la que se  
 53 
tramita el litigio el número del expediente:  
Demandante / Solicitante  
Demandado / Entidad Convocada A 
Conciliación  
Número De Expediente  
Jurisdicción  
Juzgado/Tribunal / Autoridad Conciliadora  
Acción Judicial  
CLASIFICACIÓN POR GRUPO Y 
ACCIÓN 
Con base en la anterior información se 
agrupan los tres temas: procesos, 
sentencias y/o conciliaciones, cada uno 
conforme los siguientes grupos:  
1) Contencioso Administrativo,  
2) Laborales ordinarios,  
3) Civiles Ordinarios, y,  
4) Arbitrales  
GRUPO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. A través de esta 
jurisdicción se  ventilan las controversias y 
litigios administrativos originados en la 
actividad (actos y hechos) de las 
entidades públicas y de las personas 
privadas que  cumplen funciones públicas.  
Los particulares acuden ante esta 
jurisdicción con distintas pretensiones a  
través de las acciones judiciales que 
contempla el Código Contencioso  
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Administrativo. Para la tarea de 
identificación de causas sólo se tendrá en  
cuenta los asuntos contenciosos con 
contenido patrimonial, compilados según  
el grupo a que pertenezca:  
Controversias de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado: Estos asuntos se  
debaten a través de la acción de 
reparación directa: mediante la cual los  
particulares pueden demandar 
directamente la reparación del daño 
cuando la  causa sea un hecho, una 
omisión, una operación administrativa o la 
ocupación  temporal o permanente de 
inmueble por causa de trabajos públicos 
(Art. 85 del C.C.A.)  
Controversias de Nulidad Actos 
Administrativos con Restablecimiento del  
Derecho. Las personas pueden solicitar la 
nulidad del acto administrativo que  viola 
un derecho subjetivo legítimo y pedir el 
restablecimiento económico por los daños 
causados con la expedición y ejecución 
de esa decisión ilegal.  
Controversias Contractuales 
Contenciosas: Con esta acción las partes 
de un contrato solicitan al juez 
declaraciones relacionadas con las 
discrepancias  surgidas en torno a la 
celebración, ejecución, interpretación y 
liquidación de  los contratos o convenios 
estatales. GRUPO LABORALES 
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ORDINARIOS: En este grupo se deberán 
relacionar los procesos o demandas 
presentadas con ocasión de la 
celebración o ejecución de  una relación o 
contrato laboral y de más prestaciones 
que se rijan por las  normas del Código 
Sustantivo del Trabajo, y por 
Convenciones Colectivas de  
Trabajo. En estas controversias el 
trabajador demanda sus pretensiones  
económicas en la Jurisdicción Laboral 
Ordinaria.  
GRUPO CIVILES ORDINARIOS. Las 
demandas que se incluyan en este grupo  
serán aquellas que se ventilen en la 
Jurisdicción Civil Ordinaria, dirigida  
básicamente a solucionar las 
controversias entre particulares. El Estado  
participa en ella cuando el conflicto con el 
particular se debate conforme las  normas 
de derecho privado. Los asuntos civiles 
ordinarios a su vez se pueden  agrupar 
según los siguientes temas: Controversias 
de Responsabilidad Extracontractual 
Ordinario: Las controversias que se 
generen por los daños causados a la 
actividad de la administración no  
competencia de la jurisdicción 
contenciosa administrativa.  
Controversias Responsabilidad 
Contractual: En este sub grupo se 
relacionarán las demandas contra la 
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entidad que pretendan declaraciones en 
torno a la  celebración y ejecución de 
contratos regidos por el derecho privado.  
Controversias de Expropiación, Propiedad 
y/o Posesión de Bienes Inmuebles: La 
actividad de la administración puede 
afectar bienes inmuebles, y con ello,  
originar controversias que se debaten, 
según el caso, ante la jurisdicción civil  
ordinaria.  
Controversias de Servidumbres: En esta 
clasificación se debe relacionar los  
procesos relacionados con la imposición o 
extinción de servidumbres de los  bienes 
requeridos para la prestación de los 
servicios a cargo del Estado. Otras 
Controversias: Como quiera que puede 
existir infinidad de pretensiones  
económicas ante la jurisdicción civil 
ordinaria, se incluirán en esta clasificación  
aquellos demandas cuyos pretensiones 
no se enmarcan dentro de los  subgrupos 
anteriormente enunciados. Será necesario 
denominarlas con frases  cortas y de fácil 
entendimiento.  
GRUPO ARBITRALES: El tema está 
relacionado aquellas controversias  
contractuales que contemplan cláusula 
compromisoria, a través de la cual las  
partes acuerdan dirimir los conflictos ante 
un Tribunal de Arbitramento, bajo el  
procedimiento que contempla el Decreto 
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1818 de 1998 y demás normas  
concordantes.  
IDENTIFICAR ACCIÓN U OMISIÓN DE 
LA ADMINISTRACIÓN 
Organizada y clasificada la información tal 
como se describió en el paso anterior, se 
deberá estudiar y analizar cada una de las 
demandas, sentencias y conciliaciones en 
contra de la entidad, identificando la 
acción y omisión que causó el daño por el 
cual se demandó a la entidad y/o se 
condenó.  
Para el efecto, se deben describir 
sucintamente los apartes de la demanda, 
sentencia o conciliación en los que se 
pueda determinar el accionar de la 
administración que ha generado daño. En 
este sentido, se deberá estudiar, en 
especial, la parte considerativa de la 
providencia en la que se dicta la sentencia 
o en los hechos que aprobó la 
conciliación; y, en las demandas, el 
acápite donde se describen los hechos.  
Con el fin de facilitar la determinación de 
los temas anteriormente descritos se 
propone diligenciar por cada demanda, 
sentencia y/o conciliación la siguiente hoja 
guía:  
Cuadro de texto: HOJA GUÍA PARA 
DETERMINAR CAUSAS DE CONFLICTO 
1. IDENTIFICACIÓN: 
REFERENCIA: 
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Demanda ( ) 
Sentencia ( ) 
Conciliación ( ) 
JURISDICCIÓN:  
JUZGADO/TRIBUNAL:  
NÚMERO DE EXPEDIENTE:  
ACCIÓN:  
DEMANDANTE:  
DEMANDADO:  
FECHA SENTENCIA, CONCILIACIÓN, 
NOTIFICACIÓN DE LA DEMANDA:  
2. CLASIFICACIÓN POR GRUPO Y 
ACCIÓN: 
GRUPO:  
Contencioso Administrativo ( ) 
Laboral ordinario ( ) 
Civil Ordinario ( ) 
Arbitral ( ) 
ASUNTO:  
Responsabilidad Extracontractual ( )  
Responsabilidad Contractual ( )  
Laboral contencioso (x) 
Responsabilidad Extracontractual 
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Ordinario ( )  
Responsabilidad Contractual Ordinario ( )  
Expropiación ( )  
Servidumbres ( )  
Otras Controversias de carácter 
patrimonial ordinario ( ) 
Controversias contractuales arbitrales ( ) 
3. IDENTIFICACIÓN DE LA ACCIÓN U 
OMISIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN: 
(Son los hechos que encontró probados el 
juez - Extracto de la parte considerativa 
de la providencia (sentencia o aprobación 
de la conciliación) ó el hecho por el cual 
formula demanda, si se está analizando 
demanda)  
4. TITULO DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL: (Extracto principal de la 
parte considerativa de la providencia 
(argumentación jurídica de la sentencia o 
aprobación de la conciliación) ó el 
principal fundamento de derecho 
presentado en la demanda) 
5. CONDENA: (Resumen parte resolutiva: 
a quien condenaron (valor conciliado) y en 
cuanto ó pretensiones de la demanda) 
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RESOLUCIÓN 008 DE 2003 -  
POR LA CUAL SE FORMULAN LAS POLITICAS DE PREVENCIÓN DEL 
DANO ANTIJURIDICO DEL DEPARTAMENTO DE RISARALDA 
 
DAÑO ANTIJURÍDICO 
Definición de daño antijurídico: Para los 
efectos de esta Resolución, ha de 
entenderse la figura del daño' antijurídico 
como el perjuicio que es provocado a una 
persona que no tiene el deber jurídico de 
soportarlo. Correlativo a esto, La 
responsabilidad patrimonial del Estado se 
presenta entonces como un mecanismo de 
protección de los administrados frente al 
aumento de la actividad del poder público, 
el cual puede ocasionar daños, que son 
resultado normal y legítimo de la propia 
actividad pública, al margen de cualquier 
conducta culposa o ilícita de las 
autoridades, por lo cual se requiere una 
mayor garantía jurídica a la órbita 
patrimonial de los particulares.  
POLÍTICAS DE PREVENCIÓN 
Adoptar las políticas de prevención del 
daño antijurídico en el Departamento de 
Risaralda. De conformidad con el análisis 
del inventario de actuaciones judiciales que 
cursan en contra del Departamento y que 
es parte integral de la presente 
Resolución, es pertinente realizar la 
siguiente clasificación, así: 
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ACCIONES DE NULIDAD 
ï> Principales causas de instauración de 
este tipo de acciones: 
1) Irregularidades en la expedición de 
ordenanzas de carácter tributario sin 
establecer claramente los elementos 
y características del tributo y con 
exceso de facultades. 
ACCIONES DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
> Principales causas de instauración de 
este tipo de acciones: 
Declaratorias de insubsistencia' de 
servidores públicos sin el lleno de los 
requisitos legales; así como terminación 
unilateral de contratos con trabajadores 
oficiales. 
Desbordamiento de las facultades de 
aprehensión y decomiso de los servidores 
públicos competentes. Irregularidades en la 
expedición de actos administrativos que 
niegan o reconocen prestaciones, salarios, 
sobresueldos, indexaciones, 
homologaciones, nivelaciones, costos 
acumulados, horas extras; dobles y triples 
jornadas; dominicales y festivos. 
Irregularidades en la celebración de 
contratos de prestación de servicios cuyo 
objeto versa sobre el cumplimiento de 
funciones que deben ser desarrolladas por 
el personal de planta. Irregularidades en la 
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expedición de actos administrativos 
contentivos de decisiones discrecionales 
del Gobernador del Departamento. 
Irregularidades en la expedición de actos 
administrativos, en los cuales se incurre en 
error administrativo por aplicación de norma 
diferente. 
POLÍTICA DE PREVENCIÓN A 
IMPLEMENTAR 
Sensibilizar _ y comprometer a los 
servidores públicos encargados de 
proyectar y suscribir los actos 
administrativos de vinculaciones y retiros, 
para prevenir y administrar riesgos, 
asegurando el cumplimiento de normas, 
leyes y regulaciones. 
Implementar mecanismos de capacitación y 
difusión a los funcionarios competentes de 
realizar este tipo de procedimientos, así 
como a las demás autoridades que por la 
misión que desarrollan, tiene la facultad de 
asistir a los servidores públicos del 
Departamento en este tipo de actuaciones, 
.para que se surtan correctamente los 
procedimientos de aprehensión y posterior 
decomiso, y en este orden evitar la 
ocurrencia de extralimitación de funciones. 
Capacitar a los rectores de las instituciones 
educativas del departamento, en la 
normatividad que deben aplicar en lo 
atinente a la asignación de horas extras; En 
este orden, garantizar que la totalidad de 
actos administrativos que reconocen o 
niegan prestaciones y demás solicitudes de 
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carácter pecuniario, cuenten con el 
respectivo análisis y sustento de legalidad 
preferido por parte del profesional del 
derecho competente que sea previamente 
designado para los efectos. ‘Verificar previo 
a la suscripción de contratos de prestación 
de servicios, que exista la respectiva 
certificación por parte de la Dirección de 
Recursos Humanos, en relación con la 
ausencia de personal o de la insuficiencia 
del mismo para desarrollar la actividad 
requerida. 
Verificar que al momento de suscribirse el 
acto administrativo de carácter discrecional 
por parte del Gobernador, cuente con el 
respectivo visto bueno o concepto jurídico 
favorable expedido por la Secretaría 
Jurídica o el profesional del derecho 
designado, que garantice que la decisión 
contenida en el acto administrativo sea 
adecuada con los fines dela norma que la 
autoriza y proporcional con los hechos que 
le sirven de causa. 
CAUSAS ACCIONES REPARACIÓN 
DIRECTA 
 Irregularidades en la conducción de 
vehículos oficiales 
 Irregularidades  en el manejo de 
armas de dotación oficial 
 Indebida adecuación y 
mantenimiento de las vías 
catalogadas como Departamentales. 
 Siniestros generados por 
incumplimiento de obligaciones 
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surgidas con ocasión de las 
ejecuciones de los contratos de obra. 
 Inoportuna expedición de órdenes de 
atención médicas, clínicas, 
farmacológicas y terapéuticas. 
POLÍTICA DE PREVENCIÓN A 
IMPLEMENTAR 
1) impartir instrucciones por parte del 
secretario competente, 
Administrativo- en orden a que los 
vehículos oficiales solo puedan ser 
conducidos por los servidores 
públicos o trabajadores oficiales en 
cuyas funciones se encuentre 
establecida ésta; así mismo, para 
que los vehículos oficiales solo sean 
conducidos en horarios laborales o 
jornadas adicionales legalmente 
establecidas y en cumplimiento de 
labores oficiales. En este orden de 
ideas, instruir a los conductores, 
para que se abstengan de ingerir 
bebidas alcohólicas en desarrollo de 
sus funciones; pues ha de tenerse 
en cuenta que la actividad de 
conducción de vehículos se cataloga 
como actividad peligrosa que 
configura la responsabilidad objetiva 
del Estado en el evento de 
presentarse alguna contingencia. . 
2) Verificar por parte de la Dirección de 
Recursos Humanos, al momento de 
vincular o de contratar personal que 
deba manejar armas, que el mismo 
cuente con la debida capacitación y 
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adiestramiento en el manejo de estas 
como quiera que el manejo de las 
mismas se constituye en una actividad 
peligrosa que genera per se la 
configuración de la responsabilidad 
objetiva del Estado en aplicación de la 
teoría del riesgo excepcional, en el 
evento de presentarse un incidente con 
el uso dado a éstas. Igualmente, impartir 
instrucciones por parte del secretario 
competente — Administrativo- para que 
el personal encargado del manejo de 
armas de dotación oficial, lo utilice 
dentro del marco de sus funciones y 
responsabilidades y en cumplimiento de 
su jornada de trabajo reglamentaria. 
Verificar por parte de la Secretaría 
competente -Infraestructura- el 
adecuado estado de servicio de las vías 
catalogadas como de responsabilidad 
del Departamento; así como realizar el 
debido seguimiento a los contratos cuyo 
objeto versan sobre la - adecuación, 
señalización, construcción, reparación. 
En este orden de ideas, la Secretaría 
competente ——infraestructura— 
deberá contar con los ,recursos 
financieros y técnicos pertinentes en 
orden a atender las emergencias que se 
presenten con ocasión de hechos de 
fuerza, mayor o caso fortuito, que 
puedan afectar la estabilidad de las vías 
departamentales. 
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Verificar al momento de suscribir y 
legalizar los contratos que los mismos 
cuenten con las respectivas pólizas que 
cubran las posibles contingencias que 
surjan como consecuencia de la 
actividad desplegada, tales como 
responsabilidad civil extracontractual; 
estabilidad de la obra y demás 
pertinentes. En este orden de ideas, 
instruir a los interventores que actúan en 
tal calidad dentro de la ejecución de los 
contratos de obra que celebre el 
Departamento, para que verifiquen que 
los contratistas cumplan con la 
normatividad vigente en materia de 
seguridad social y protección a los 
trabajadores que vinculen a la ejecución 
de los contratos. Verificar por parte de la 
Secretaría competente —Salud- que 
exista continua contratación con las 
entidades de salud o laboratorios 
clínicos para la asistencia de todos 
aquellos procedimientos que ha de 
asumir el Departamento respecto del 
régimen vinculado y subsidiado cuando 
el procedimiento no lo cubre el plan 
obligatorio de salud subsidiado. 
CAUSAS ACCIÓN CONTRACTUAL 
Irregularidades en la designación de los 
comité evaluadores de los procesos 
contractuales; falencias en los informes de 
evaluación elaborados por los comités 
designados; irregularidades en la selección 
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MATRICES ESTADO DEL PROCESO 
del contratista. 
 
POLÍTICA DE PREVENCIÓN A 
IMPLEMENTAR 
1) Verificar por parte de la Secretaría 
competente —dependiendo del proceso 
contractual iniciado- que los miembros de 
los comités evaluadores que se designan, 
sean idóneos para formar parte de éstos; 
verificarse por parte de la Secretaría 
Jurídica, que los informes de evaluación 
sean preferidos dentro de los términos 
legales establecidos, y que los mismos se 
ajusten a lo definido previamente en los 
pliegos de condiciones y en la normatividad 
vigente. En este orden de ideas verificarse 
por parte de la Secretaría Jurídica y del 
representante legal, que la adjudicación 
Final  del contrato se realice dentro de lo 
términos y parámetros establecidos en los 
pliegos de condiciones y en la norma 
aplicable a cada caso. 
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Año 
DEPARTAM
ENTO 
DEMANDA
NTE / 
DEMANDA
DO 
NOMBRE 
DEL 
DEMAND
ANTE O 
DEMAND
ADO 
Cedula / NIT 
Medio de 
Control 
FECHA 
NOT. 
Radicació
n 
DESPACHO Abogado Cuantía 
hecho generador y entidad 
responsable 
ESTADO 
DEL 
PROCESO 
ESTADO 
Probabili
dad de 
Éxito 
1998 DEMANDA
DO POR 
José 
Dionisio 
Rodríguez 
Castellano
s 
10234987 CONTRAC
TUAL 
  66001233
1000-
2006-0105 
Juzgado 1 
Administrati
vo 
LILIANA 
GIRALDO 
GOMEZ 
124.692.122 Nulidad de la 
resolución que 
adjudicó el 
contrato y 
restablecimient
o del derecho 
por no 
habérsele al 
demandante.  
secretaria 
administrativ
a  
Octubre de 
2014, el 
departament
o presenta 
alegatos de 
conclusión. 
ACTIVO alto 
. DEMANDA
DO POR 
Consorcio 
Zapata 
Rodríguez 
  CONTRAC
TUAL 
        23.000.000 expediente no 
reposa en JCA  
secretaria 
administrativ
a  
Liliana G. G. ACTIVO alto 
2000 DEMANDA
DO POR 
Gonzaga 
Valencia 
Herrera. 
10.082.352 CONTRAC
TUAL 
   
66001233
1000-
1999-
00808-01 
Consejo de 
Estado  Mp 
María 
Helena 
Giraldo 
Gómez 
LUZ 
ESTELA 
GIRALDO 
P 
35.242.210 falla en el 
servicio medico 
secretaria 
de salud 
REASIGNACIÓN DE 
PONENTE POR 
REPARTO 
GENERAL DE LOS 
PROCESOS QUE 
CURSAN EN LA 
SECCIÓN TERCERA 
DEL CONSEJO DE 
ESTADO, ENTRE 
LOS NUEVE 
MAGISTRADOS 
QUE HOY LA 
INTEGRAN EN 
CONFORMIDAD 
CON LO 
DISPUESTO POR 
LA LEY 1285. 
ACTIVO alto 
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2004 DEMANDA
DO POR 
Unión 
Temporal 
Constructo
ra La 
Plaza. - 
JAVIER 
DELGADO 
SEPÚLVE
DA  
10.239.226 CONTRAC
TUAL 
   
66001233
1000-
2000-
00033-01 
Consejo de 
Estado Mp 
Ricardo 
Hoyos 
Duque 
LUZ 
ESTELA 
GIRALDO 
P 
34.552.489 Falla en el 
servicio 
secretaria 
de 
infraestructu
ra 
pendiente 
fallo 
ACTIVO alto 
2007 DEMANDA
DO POR 
Ofiocciden
te  
800254381-3 CONTRAC
TUAL 
  66001233
1000-
2007-0231 
Juzgado 4 
Administrati
vo 
JAQUELIN
E RINCON 
204.603.668 Se declare la 
nulidad de la 
adjudicación de 
un contrato 
secretaria 
administrativ
a 
se fijó para 
el día 
9/08/2012 a 
las 8:30 am 
audiencia de 
conciliación 
judicial. 
ACTIVO bajo 
2013 demandado 
por 
Carlos 
Alberto del 
rio 
Restrepo 
79652932 contractual 09/09/201
3 
2013-00332 Juzgado 
primero 
administrati
vo de 
pereira 
Olga 
Beatriz 
294.750.000 Incumplimiento 
de contrato por 
parte del 
departamento 
Secretaria 
de 
infraestructu
ra 
Oficio 1620 
de julio de 
2014 solicita 
copia de 
todo el 
expediente 
administrativ
o 
contractual 
de toda 
actuacion 
administrativ
a del 
contrato 
1366 de 
2011. 
activo medio 
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2013 Demandado 
por 
Álvaro 
Aguirre 
Marín 
7.524.880 contractual 30/10/201
3 
2013-00325 tribunal 
contencios
o 
administrati
vo 
Barreto 813.675.645 Se incurrió en 
mayores costos 
de obra que 
ocasionaron 
desequilibrio de 
la ecuación 
contractual 
secretaria 
de 
infraestructu
ra 
Notificación 
y reparto 
29/10/2013 
activo medio 
2014 demandado 
por 
Leyder 
Jhoana 
López 
Castro 
42.138.534 contractual 15/08/201
4 
2013-00343 Juzgado 
Segundo 
Administrat
ivo 
Jaqueline 
Rincón 
32.592.937 Sobrecostos de 
contrato 
Secretaria 
de 
infraestructu
ra 
Notificación 
y reparto 
15/08/2014 
activo medio 
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AÑO 
DEPARTA
MENTO 
DEMAND
ANTE 
NOMBR
E DEL 
DEMAN
DADO 
C.C./NIT 
TIPO DE 
PROCES
O 
FECHA DE 
NOTIFICAC
IÓN 
RADICACIÓ
N 
DESPACH
O 
ABOGADO 
DESIGNAD
O 
CUANTÍA 
HECHO 
GENERADOR/ENTIDAD 
RESPONSABLE 
ESTADO DEL 
PROCESO 
ESTADO 
ACTUAL 
PROBABI
LIDAD DE 
ÉXITO 
2011 DEPARTA
MENTO 
DEMAND
ANTE  
 NG LAP 
FAN 
CHAN  
  CONTRAC
TUAL 
  2010-00058-
00 
Tribunal 
Contencio
so 
Administra
tivo. 
LILIANA 
GIRALDO 
GOMEZ 
400.000.000 Incumplimie
nto contrato 
No. SADRF-
004-07 y 
generación 
de un 
perjuicio. 
Deficiencias 
en la calidad 
de las 
motocicletas 
originaron 
su 
devolución 
por parte de 
la entidad a 
quien se 
había 
entregado 
en 
comodato 
Octubre 6 de 
2014 profiere 
fallo de primera 
instancia, niega 
suplicas de la 
demanda. 
ACTIVO Alto 
2011 DEPARTA
MENTO 
DEMAND
ANTE  
 
Consorci
o Erazo 
Navas 
9001761
17-3 
CONTRAC
TUAL 
  2010-00107-
00  
Tribunal 
Contencio
so 
Administra
tivo de 
Risaralda  
LILIANA 
GIRALDO 
GOMEZ 
1.000.000.0
00 
Incumplimie
nto del 
contrato de 
obra pública 
No. 1043 de 
octubre 12 
de 2007. 
Impermeabil
ización de la 
plazoleta de 
la 
gobernación 
Los defectos 
en las obras 
equivalen al 
incumplimie
nto del 
contrato, lo 
cual ha 
causado 
graves 
daños al 
Palacio 
Departamen
tal 
Octubre 22 de 
2014 se 
celebró la 
audiencia que 
ordena el 
artículo 75 ley 
80 de 1993. No 
concilio. 
ACTIVO medio 
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6. CONCLUSIONES 
 
Respecto a la pregunta de investigación “¿Cuál ha sido la aplicación de las 
políticas de prevención del daño antijurídico en materia contractual, en el 
Departamento de Risaralda, desde 2010 a 2014?” Se encontró que en materia 
contractual por parte de la Gobernación de Risaralda se han diseñado estrategias 
tendientes a prevenir, controlar y disminuir el daño antijurídico que se deriva de esta 
acción y sus respectivas consecuencias jurídicas, las que se reflejan en actos 
administrativos concretados mediante Decretos y la certificación de la norma ISO 
9001 y NTCGP 1000 con obligatoriedad hacia todas las dependencias que existen 
en esta Entidad; no obstante la interposición de acciones con ocasión de daño 
antijurídico no disminuyó durante este lapso y por el contrario se evidencia igual 
comportamiento que en pasadas anualidades en las que no se habían implementado 
este tipo de correctivos.  
 
Con una evidente conclusión el 99% de las demandas instauradas en contra 
del Departamento de Risaralda  son producto de posibles acciones u omisiones 
durante la ejecución contractual. Y solo dos demandas fueron por posibles fallas en 
la etapa precontractual. Lo que indica  que las políticas de prevención adoptadas 
han sido efectivas respecto de la etapa de planeación, trámite y adjudicación, 
evidenciándose  posibles falencias  en la etapa de ejecución. 
 
El objetivo general planteado “Analizar la aplicación de las políticas de 
prevención del daño antijurídico en materia contractual, en el Departamento de 
Risaralda, desde el año 2010 al 2014” se evidencia que en materia de aplicación 
de políticas de prevención del daño antijurídico en materia contractual, se observa 
un marcado interés por implementar protocolos al interior de la entidad que cuentan 
con facultades contractuales para minimizar o erradicar el fenómeno del daño 
antijurídico derivado de esta figura; que  entre  el año 2010 y 2014 el Departamento 
ha demostrado un especial interés en garantizar el cumplimiento de los principios de 
planeación, responsabilidad, trasparencia y selección objetiva. 
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Referente al primer objetivo específico “Identificar las Políticas de 
prevención aplicadas en el Departamento de Risaralda respecto a la 
contratación Durante el 2010-I / 2014-I” se concluye que en materia contractual 
frente  a la figura del daño antijurídico se evidencia con los resultados de la presente 
investigación la implementación de actos administrativos y medidas administrativas, 
unas producto de directivas de carácter nacional y otras a iniciativa de la entidad, en 
los que se discrimina acción por acción y se detallan las causas de su instauración 
detectando unos posibles mapas de riesgo con las respectivas acciones a 
desarrollar para evitar que las entidades públicas destinatarias incurran en ellos. 
 
El segundo objetivo específico planteado “Indagar las demandas en materia 
contractual que generen Daño antijurídico en la gobernación de Risaralda 
Durante el 2010-I / 2014-I” se encuentra que en el campo práctico se encontraron 
como producto del presente trabajo de investigación, que la reiteración de acciones 
contractuales producto del daño antijurídico continúa presentándose en los estrados 
judiciales frente a la entidad administrativa analizada en igual medida que a lapsos 
que precedieron al período objeto de análisis, de donde podría inferirse que las 
acciones o correctivos implementados no han tenido la eficacia requerida desde los 
escenarios prácticos a los que fueron dirigidos, en lo que respecta a la ejecución 
contractual. 
 
Por último, el tercero objetivo específico “Relacionar la tendencia 
jurisprudencial que por parte de la Corte Constitucional Colombiana y el 
Consejo de Estado se han adoptado en materia de daño antijurídico en materia 
contractual” se concluye que en materia contractual en lo que respecta a la figura 
de daño antijurídico se observa una tendencia jurisprudencial homogénea en el 
sentido de proteger los intereses de los administrados que puedan verse vulnerados 
de una u otra forma a partir de la inobservancia de las normas de carácter 
administrativo y de tipo contractual fijadas para estos procedimientos, debiendo en 
caso contrario imponer condenas en contra de las entidades públicas que 
desconozcan estos postulados, evidenciándose con ello una inadecuada 
observancia de los fines del Estado. 
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